Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 29 minutos) 


La Comisión se complace en recibir a los representantes de la Asociación de Funcionarios Judiciales del Uruguay, quienes 
expondrán con relación al proyecto de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PEREYRA.- Agradecemos a la Comisión el hecho de que una vez más nos reciba, lo que nos permite plantear nuestras 
inquietudes, aunque todos los señores Senadores las conocen suficientemente. 


Siempre que hemos venido a esta Comisión, lo hemos hecho para tratar de mejorar el funcionamiento del Poder Judicial, a través 
de las instancias presupuestales, así como los menguados salarios. 


Ultimamente se ha hablado mucho de algunos sectores que perciben determinados sueldos que, para nosotros, son decorosos, 
aunque es evidente que en esa franja jamás vamos a estar los funcionarios judiciales porque siempre hemos quedado 
postergados. Quizás nos faltó un poco más de esfuerzo para lograr lo que entendemos que es la solución definitiva del Poder 
Judicial, es decir, su independencia económica. 


Se habla de independencia y de separación de Poderes; pero quienes estamos en el Poder Judicial sabemos que si bien existe una 
independencia jurisdiccional y técnica, la independencia de este Poder no es tal porque siempre está sujeto a que un equipo 
económico decida si hay recursos o no. 


Sabemos que en esta instancia, como en otras, habrá gasto cero y lo podemos entender por la difícil situación que atraviesa el 
país. Sin embargo, no entendemos por qué se habla de gasto cero y de artículo único. Al respecto, pregunto a los señores 
Senadores qué problema existiría si se ajustaran en esta Rendición de Cuentas al gasto cero pero votando artículos que no 
implicaran ningún tipo de gasto, sino que tendieran a mejorar el funcionamiento del Poder Judicial. Me pregunto qué problema 
existiría si se aprobara un artículo, que envía la Corte en su Mensaje, por el cual todos nuestros compañeros que tienen quince, 
diecisiete o veinte años de contratados, pasan a ser presupuestados. Esto no implicaría ningún costo, entonces, ¿por qué 
seguimos con el sistema de gasto cero y artículo único? 


En cuanto a la racionalización de nuestros salarios, puedo decir que si les mostráramos un recibo nuestro, verían que parece un 
mapa del Uruguay y nunca sabemos lo que cobramos. Al respecto, la Corte envía un artículo pidiendo una racionalización y que 
todo lo que percibimos pase a ser nuestro sueldo, lo que tendría un gasto mínimo. 


En esta instancia no vamos a remarcar la justicia de lo poco que envía la Corte como beneficios -aumentos salariales- en este 
Mensaje. Uno de ellos, por ejemplo, sería el pago de la mutualista a los funcionarios judiciales, que es un derecho que tiene un 
altísimo porcentaje de los funcionarios públicos. Hace unos años logramos que tuviera media sanción, y no vamos a pedir ahora 
que lo voten porque sabemos que están impedidos de hacerlo. Tampoco vamos a pedir que se incremente una partida de asiduidad 
que la Corte envía y que creo es de un 5% o un 10% de aumento. Estamos aquí porque entendemos que estas gestiones se deben 
de hacer siempre, porque creemos que a las instituciones hay que respetarlas, y consideramos que la Cámara de Senadores tiene 
un papel muy importante. Por ese motivo es que estamos aquí. 


Los señores Senadores habrán notado que en estas instancias cada vez menos sindicatos piden tener la posibilidad de dialogar 
con ustedes. Sin embargo, los funcionarios judiciales estaremos siempre, pues esperamos que quizás, en alguna oportunidad, 
seremos oídos. Queremos ser muy claros: entendemos la situación que atraviesa el país, así como toda la región y sabemos que 
es imposible pedir que voten algo que traiga aparejado un gasto. 


Sí decimos en forma muy sincera que no podemos entender nunca eso del gasto cero y artículo único. Creo que los artículos que 
manda la Suprema Corte de Justicia en el Mensaje deberían ser aprobados por este Parlamento, para que quienes integramos el 
Poder Judicial podamos seguir confiando en las instituciones democráticas de este país. El Poder Judicial lo tenemos que salvar 
entre todos; coincidimos todos en que el único garante que tiene este sistema democrático de los derechos individuales y colectivos 
es el Poder Judicial. Aprovechando la norma que ha sido votada en el Presupuesto pasado, creo que todos nos tenemos que poner 
a hacer una reestructura para que el Poder Judicial dé respuesta a los tiempos que estamos viviendo. 


Por último quiero decir algo a los señores Senadores. No sólo no vamos a recibir un solo peso de aumento por ningún concepto, 
sino que también está peligrando lo que el año pasado votaron para que integrara nuestro salario, que es la partida de $ 800. El día 
en que la Suprema Corte de Justicia no se administre y no tenga economías, es intención del equipo económico que no cobremos 
más esa partida. Si llegamos a esa instancia no habrá la calma de ahora; somos conscientes de esta coyuntura. Por primera vez no 
estamos movilizados, pero no es porque no tengamos fuerza para hacerlo sino porque somos conscientes de la situación que vive 
el país. Podemos aceptar que no vamos a recibir absolutamente nada de esta Rendición de Cuentas, ni siquiera la tranquilidad de 
la aprobación de esos artículos para muchos compañeros que hace más de veinte años que están contratados. Ahora bien, si hoy o 
mañana el equipo económico dice que no hay dinero para pagar los $ 800, creo que va a ser muy difícil que el Poder Judicial siga 
trabajando en paz como lo hemos hecho en este período. 


SEÑOR SIGNORELLI.- En primer lugar, quiero hacer una pequeña aclaración al señor Senador García Costa, quien escuché que 
hizo un comentario sobre el tema de los contratados y hablaba de creación de cargos. En el Poder Judicial eso no es necesario 
porque tiene vacantes para llenar. A veces se usa la vía de contratación como una salida -que alguien podría considerar impropia- 
para mantener sus recursos humanos pero que no pasen a planilla; pero eso genera una situación difícil para los compañeros. Hoy 
en día los trabajadores del país bregamos por tener una estabilidad laboral, y si bien no está en cuestión el cese de los contratos, 
siempre está sobrevolando esa posibilidad. A veces no se trata de creación de cargos sino de cubrir los que ya existen con estos 


contratados que, por otra parte, son muchos. Esto no tendría costo y les daría la seguridad que necesitan y merecen estos 
trabajadores, que hace quince o veinte años que están en una situación de contrato que nadie conoce muy bien. 


Por otra parte, el señor Pereyra hacía referencia a lo que tiene que ver con la racionalización del salario. Si bien no tiene costo, 
para nosotros es importante a efectos de definir qué cobramos. Hoy, si miramos un recibo de sueldo de los funcionarios judiciales 
encontramos que tiene: aumento de mayo de 1994 de $ 2, aumento de febrero de 1993 de $ 15, aumento de junio de 1996, ajuste 
referido a cuando eran cuatrimestrales -ocasión en que el Poder Ejecutivo intentó dejarnos por fuera, lo que generó un gran 
problema- y aumento de mayo de 1996. Aunque parezca una tontería, cuando planteamos la racionalización salarial pedimos que 
todos esos aumentos, que fueron logros de la Asociación de Funcionarios Judiciales, queden integrados al salario. Además, nos 
parece hasta poco serio que un trabajador tenga que cobrar su salario en partidas que, de alguna forma, fueron concebidas como 
aumento salarial, es decir, a través de una cantidad de ítems que lo único que hacen es complicar y no resolver el tema. Eso no 
tiene costo porque los mismos ya están dados en los propios aumentos que se fueron juntando desde 1992 a la fecha. 


Por otro lado, hacemos una referencia muy clara a lo que tiene que ver con el gasto cero, que podemos comprenderlo pero no 
compartirlo. Decimos esto porque pensamos que siempre se aprieta el cinturón por el lado más flaco, que somos nosotros. En lo 
que han sido los Poderes del Estado y la política económica con los funcionarios de la Administración Central, nos sentimos 
eternamente desplazados junto con la Policía, con algunos sectores de la Enseñanza y de la Salud, a pesar de que tenemos una 
condición distinta y única: todavía seguimos siendo un Poder del Estado a pesar de muchas cosas, especialmente del mal 
funcionamiento del Poder Judicial. Asimismo, queremos dejar en claro que podemos entender la situación, pero, reitero, no 
estamos de acuerdo. No lo estamos porque, de alguna forma, el ajuste sale siempre de los mismos lomos y eternamente nosotros, 
funcionarios con 25 y 30 años de antigúedad, hablamos del permanente desplazamiento del Poder Judicial, incluso, con respecto a 
los demás Poderes del Estado. 


Por último, queremos decir que en el proyecto de Rendición de Cuentas no se ha presentado un aumento salarial para el Poder 
Judicial. Sí se han planteado dos pequeñas grandes cosas, aunque si fueran tan pequeñas, a lo largo de estos años las 
hubiéramos podido obtener, cosa que no ha ocurrido. Una de ellas tiene que ver con el seguro de salud, es decir, lo que vendría a 
ser la sociedad médica. En determinado momento se nos habló de un proyecto en general del Poder Ejecutivo que tenía que ver, 
también, con dar una mano a las sociedades médicas que están en una situación bastante caótica, pero esto nunca se concretó. 


El otro planteamiento está relacionado con una prima de asiduidad que representa un aumento de un 5% y, en realidad, es más 
para el organismo que para los funcionarios judiciales. Aclaro que cuando nos referimos a este porcentaje es sobre un sueldo 
promedio de $ 3.500 o $ 4.000 y no de un 5% sobre $20.000. 


Quería dejar establecidos los planteos que realiza el organismo, con los cuales estamos de acuerdo, y apostar a que, de alguna 
forma, a través de nuestra concurrencia en esta Comisión, tal vez nos tengan presentes para que no nos sigan desplazando el año 
que viene en cuanto a las posibilidades de generar una reestructura seria a partir de la definición, también, de las organizaciones 
políticas que aquí conviven, acerca de qué Poder Judicial es el que necesita el país y cuál es el que pretende el Poder Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer dos preguntas. En primer lugar, cuál es el porcentaje aproximado de contratados, y en 
segundo término, cuál sería el costo que tendría el seguro de salud. 


SEÑOR PEREYRA.- Incluyendo magistrados y técnicos, el número de contratados es de aproximadamente 4.000 funcionarios. Los 
señores Senadores saben bien que por el régimen vigente los ingresos se realizan en carácter de contratados. Según marca la ley, 
los funcionarios entran en carácter de contratados y a los seis meses o al año son presupuestados, pero los contratos efectivos del 
Poder Judicial deben estar en el orden del 15% o 20% de la dotación, es decir, serían 300 ó 400 funcionarios en todo el país. 
Cuando hablamos del Poder Judicial deben tener presente que nos referimos a todo el Uruguay, desde Montevideo, hasta Bella 
Unión. 


Como la Suprema Corte de Justicia se ha visto imposibilitada o no ha querido -como decía mi compañero- utilizar las vacantes para 
presupuestar a esos compañeros que hace muchos años que están contratados, el sindicato logró que en esta Rendición de 
Cuentas se incluyera un artículo por el que se establece que todo aquel funcionario judicial que tenga más de dos años de 
antiguedad, pase a ser presupuestado. 


Recalco nuevamente que ello no implica un solo peso de gasto, ya que estando contratados cobran el sueldo y los beneficios. 
Simplemente, se trata de dar seguridad a esos funcionarios, sobre todo en estos tiempos en que se habla mucho de la amovilidad 
de los funcionarios públicos aunque, en realidad, no es así. Digo esto porque los funcionarios públicos estamos sujetos a la ley y 
somos amovibles siempre y cuando no cometamos alguna falta grave, por lo que hay que terminar con ese mito de que somos 
intocables. Pero si estamos presupuestados, nos aseguramos las garantías del debido proceso, lo que los compañeros contratados 
no tienen, ya que puede ocurrir que no les renueven el contrato y se queden sin el trabajo. Sin embargo, a los presupuestados, 
reitero, nos tendrán que dar, mediante un sumario, las garantías del debido proceso. En definitiva, lo que estamos pidiendo es eso: 
garantías para los compañeros y seguridad en su función. 


Por otra parte, el costo que implicaría la sociedad médica aparece en el proyecto -no lo recuerdo exactamente- y admito que está 
bien hecha la pregunta, pero aunque dijéramos que es de $ 100, sabemos que no se va a aprobar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia y la información a la delegación de la Asociación de Funcionarios del 
Poder Judicial. 


SEÑOR PEREYRA.- Agradecemos una vez más el habernos recibido y nos vamos con la esperanza de que algún día, entre todos, 
podamos hacer un Poder Judicial mejor. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Poder Judicial) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de la 


Dirección Nacional de Loterías y Quinielas) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene mucho gusto en recibir a los representantes de 
la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. 


SEÑOR REVELESE.- En primera instancia, deseo señalar que soy el Vicepresidente de la Asociación de Funcionarios de la 
Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. En segundo lugar, queremos agradecer a la Comisión por el hecho de habernos 
recibido a fin de escuchar nuestras reivindicaciones y puntos de vista acerca del proyecto de ley de Rendición de Cuentas que está 
a consideración de la Cámara de Senadores. 


Queremos dejar constancia de que formamos parte de la Confederación de Funcionarios del Estado (COFE) y como tal adherimos 
e impulsamos la plataforma que ha elaborado para esta Rendición de Cuentas, que tiene que ver con la creación del ámbito de 
negociación, cosa que hoy por hoy los funcionarios públicos no tenemos. También estamos de acuerdo con el planteo de lograr una 
nueva tabla de sueldos que privilegie a los sectores que tienen menos salario, una presupuestación de contratados, inversión 
pública para el sector productivo y otras cosas que los funcionarios públicos hemos propuesto, tal como lo hicimos en años 
anteriores. 


Por otro lado, advertimos que la plataforma que traemos cuenta con la aquiescencia del Director Nacional de nuestra Unidad 
Ejecutora, contador Miguel Alvarez Satragno y, además, ninguno de nuestros planteamientos implica un costo de caja. En ese 
sentido, desde nuestro punto de vista no habría ningún impedimento para ser aprobados dado que no estarían en contra del 
espíritu de este proyecto de ley de Rendición de Cuentas ya que no aumentan el gasto. 


En virtud de que sabemos que contamos con 15 minutos para explicar a los señores Senadores nuestra posición, haremos un 
pequeño resumen de nuestros planteos. 


En primer término, nuestra propuesta tiene que ver con un incremento de la partida para los confrontes o tareas extraordinarias que 
se llevan a cabo en el organismo. Como los señores Senadores sabrán, la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas es una 
dependencia del Ministerio de Economía y Finanzas que tiene por cometido fundamental la explotación de los juegos de azar y el 
control de aquéllos que son explotados por los agentes de quinielas agrupados en bancas. Una parte importante de estos controles 
se realiza en los locales de las bancas de quiniela de todo el país, fundamentalmente de Montevideo, en días no hábiles y en horas 
nocturnas. Para pagar esas remuneraciones extraordinarias, el organismo cuenta con un provento, cuya historia data de 1985. En 
aquella oportunidad, el Decreto-Ley N* 15.716, que creó la Tómbola, a través de su artículo 9% establecía la creación de una partida 
especial para el desarrollo de modalidades de juego, refiriéndose a los aciertos no cobrados que efectúan los ciudadanos en sus 
apuestas. Queda claro, entonces, que esos aciertos no cobrados son volcados para la creación de esta partida destinada al pago 
de remuneraciones extraordinarias. 


Como toda actividad económica que está inserta en el país, el juego ha bajado sustancialmente debido a la crisis que vivimos; y no 
sólo eso, sino que también han disminuido los aciertos no cobrados porque las nuevas modalidades de juego que se han 
implementado -como, por ejemplo, el "Sale o Sale", etcétera- no tienen muchos aciertos no cobrados ya que se abonan en forma 
instantánea. Debido a esto, se produce un serio problema financiero que se da en los meses de setiembre y octubre, debido a que 
la partida de aciertos no cobrados resulta escasa y el organismo se encuentra con que corre el riesgo de no tener rubros para 
abonar estas remuneraciones extraordinarias, llamadas para nosotros "de confronte". Entonces, puede producirse un colapso en 
virtud de que el organismo no cuenta con una partida importante para pagar esas remuneraciones. 


Por eso, nosotros planteamos una modificación de la distribución del confronte, que fue decretado en el año 1986. De todas formas, 
en la Ley de Presupuesto de 1995, N* 16.736, pudimos insertarlo a través del artículo 217 -recuerdo que fue el segundo período de 
la Presidencia del doctor Sanguinetti- lo que nos dio la seguridad de cobrarlo en forma permanente. Asimismo, por acuerdo de los 
Partidos -que a nosotros nos pareció bien- se estableció que un porcentaje de la partida de aciertos no cobrados se destinaba a los 
centros CAIF. Es así que en la actualidad un 36% de ellos va para el funcionariado -que se paga a través de las reestructuras que 
hemos tenido- un 19% para el confronte y las horas extras -este organismo tampoco tiene una partida presupuestal para las horas 
extras, como sí la poseen todos los demás de la Administración Central- un 25% para las necesidades físicas y un 20 % para los 
CAIF. Nuestro planteo consiste en que el 25% destinado a las necesidades físicas se sume al 19% actual, con lo cual el provento 
para pagar remuneraciones extraordinarias y confrontes alcanzaría el 44%. 


Los señores Senadores se preguntarán cómo hará el organismo para hacer frente a las compras que debe realizar. No habría 
problema porque cuenta con otra partida para pagar gastos de funcionamiento e inversión. Incluso, el Director Nacional estuvo de 
acuerdo con esta medida porque para nada le causa problemas en materia de compras y de funcionamiento. Además, de esta 
manera, se tendrá la certeza de contar con los rubros necesarios para abonar las tareas extraordinarias. 


Por otro lado, cabe destacar que vendrán nuevos juegos, los que sin duda casi no van a tener aciertos no cobrados. Eso significará 
que habrá más tareas con menos dinero, agravándose sustancialmente el tema del pago de los salarios, lo que llevará a que no 
habrá gente para controlar los juegos que el organismo explota, fundamentalmente en la Banca de Montevideo. 


SEÑOR MICHELINI.- El año pasado estuvimos analizando este tema, pero me parece que sería bueno recordarlo una vez más. Si 
bien aparentemente el aumento de porcentaje parecería ser una exigencia de parte de quienes nos visitan, a fin de incrementar los 
recursos, debo decir que en la medida en que ha bajado el monto, en realidad lo que se está haciendo es tratar de compensar en 
algo algunas de las partidas que se atendían con esos recursos. Ellos han hecho hincapié en el tema de los salarios, lo que me 
parece obvio y legítimo. De todos modos, quisiera saber si también se han visto menguadas las partidas para los centros CAIF. Es 
un tema que nos preocupa. 


SEÑOR REVELESE.- Efectivamente, como dice el señor Senador Michelini, no solamente el tema salarial está en peligro en 
cuanto a las tareas extraordinarias, sino que también se ha visto seriamente restringido lo destinado para los centros CAIF, 
recursos que le llegan a través del INAME. Hoy por hoy, nuestra tesitura en estos tiempos de crisis sería la de elevar únicamente 
los aspectos vinculados a los salarios, y poder pagarlos en tiempo y forma, fundamentalmente a fin de año, cuando la partida se 
agota. El año pasado se había manejado una propuesta mixta por parte del señor Senador Michelini -el sindicato no tiene 
inconveniente en aceptarla- en el sentido de que una parte de lo recaudado fuera volcado a la mejora del salario, a fin de tener la 
seguridad de cobrarlo, y otra a compensar a los centros CAIF. Esa propuesta está a consideración de los señores Senadores, y 
cualquier fórmula que se presente, en ambos sentidos, merece ser considerada. 


Como el resto de la Confederación, nosotros también teníamos la intención de que el Parlamento considerara la posibilidad de 
estudiar la presupuestación de los funcionarios contratados, que en nuestro organismo no son muchos. Incluso, al optar por ser 
presupuestados, algunos funcionarios pueden perder salario, pero en la actualidad el tema laboral está muy difícil, sobre todo en el 
sector público, por lo que seguramente habrá funcionarios que se van a acoger a esta posibilidad a pesar de ello. Por nuestra parte, 
hemos redactado un artículo en ese sentido. 


Hay otro elemento que hace a las condiciones de vida del trabajador y su familia, que tiene que ver con la necesidad de que el 
Parlamento articule alguna norma a fin de contar con un predio para colonia de vacaciones, que no sería de uso exclusivo de 
nuestra Asociación sino del conjunto del funcionariado de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. Muchos Ministerios tienen 
su colonia de vacaciones, pero nosotros no. Consideramos que esto hace a la calidad de vida de los funcionarios, cuando se toman 
sus merecidas y cortas vacaciones. 


Con respecto al tema de la vivienda, que no es menor, nuestro organismo en alguna oportunidad ha tenido posibilidad de 
usufructuar préstamos para adquirirla. Me refiero al artículo 66 de la Ley N* 13.581, del año 1966, a través del cual pudimos 
obtener préstamos por la creación de un impuesto del 2% a la venta de billetes de lotería; posteriormente, la Ley N* 13.728 tiró 
abajo todos los sistemas particulares de préstamos para vivienda. Más allá de eso, se siguieron efectuando préstamos hasta fines 
del año 1975, dado que la propia Ley de Vivienda daba plazos extensivos para su uso. Sin embargo, en la actualidad no contamos 
con la posibilidad -que sí tiene el resto de los funcionarios públicos- de adquirir viviendas, y hay que tener en cuenta que la mitad 
del funcionariado de nuestro organismo carece de una propia, a pesar de que, además de ese 2% sobre la venta de billetes de 
lotería destinado al Fondo Nacional de Vivienda, continuamos aportando, como trabajadores, un 1% para este Fondo, y no tenemos 
un régimen especial al respecto, como la gran mayoría de los funcionarios del país. A tales efectos, entendemos que sería 
conveniente establecer, de acuerdo con el artículo 181 de la Ley N* 13.728, un convenio especial entre la organización más 
representativa de los trabajadores -es decir, nosotros- y el organismo, a efectos de poder reglamentar nuevos préstamos de 
vivienda, tal como ha acontecido en algunos Ministerios en los últimos tiempos o en la Presidencia de la República. Insistimos en 
que una manera de poder pagar esos préstamos sigue siendo el impuesto del 2% sobre la venta de billetes de lotería que todavía 
se vuelca al Fondo Nacional de Vivienda, y los aportes de los funcionarios que continúan saldando sus cuentas anteriores a 1975. 


En varias oportunidades el Tribunal de Cuentas ha tenido problemas con nuestras Unidades Ejecutoras en virtud de la 
interpretación acerca de los beneficios establecidos en dos leyes de Rendición de Cuentas. Los artículos 176 de la Ley N” 16.320, y 
46 de la Ley N* 16.462, corresponden a beneficios sociales con que cuenta el organismo, destinados a partidas mensuales para 
alimentación, de alrededor de $ 500. El problema es que la gente que tiene licencia certificada, licencia por estudio, o -en casos 
menores- que está en comisión en el Parlamento, no puede cobrarla. Esta norma interpretativa habilitaría el camino para que el 
Tribunal de Cuentas no hiciera reparos a la hora de efectuar las liquidaciones de estos beneficios a un escaso número de 
funcionarios. 


El último punto, que para nosotros es muy importante, refiere a la situación de los niños cantores. Nuestro organismo siempre tuvo 
un plantel de veinte niños cantores, y en la actualidad sólo hay alrededor de diez compañeros, con entre 18 y 22 años, que 
cumplen esa función; se trata de funcionarios públicos contratados que pueden ascender al último grado del escalafón civil, de 
acuerdo con una norma con la que cuenta el organismo. En la actualidad y tal como nos lo aclararon en el Ministerio de Economía 
y Finanzas, no hay inconveniente en que esto suceda, ya que continúa en vigencia el artículo 246 de la primera Rendición de 
Cuentas del período de la dictadura cívico-militar, que fue el Decreto-Ley N* 14.189; pero el drama se plantea porque no hay 
ninguna norma que habilite al organismo al ingreso de nuevos niños cantores porque, como todos sabemos, el ingreso de 
funcionarios a la actividad pública está congelado. 


La Dirección Nacional, preocupada por el tema -al igual que el Sindicato- elaboró dos artículos alternativos e interpretativos de la 
situación actual, que nos parece que darían solución al problema del ingreso de estos funcionarios, que son la esencia de 
determinadas tareas y que representan la cristalinidad de los juegos que realiza el organismo. 


Este es el resumen de los temas y planteamientos que tenemos para esta Rendición de Cuentas que, repito, no tienen costo y 
podrían corregir algunas situaciones de inequidad y de irregularidad que se están dando últimamente en el organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a la delegación por los datos aportados. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios del Sindicato de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


